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Entre todos los megaproyectos implementados en América Latina, consideramos que la minería es uno
de los que genera mayor deuda pública a los gobiernos y a los pueblos, además de ser de las actividades
extractivas de mayor violencia física, psicológica, económica, política y cultural. El impacto social y
ambiental  es tan descomunal que las dimensiones de la destrucción de pueblos,  culturas,  vidas de
defensores  y  defensoras  de  sus  territorios,  ecosistemas,  suelos,  cuencas,  montañas  y  bosques  son
irreversibles. Este Modelo Extractivo Minero se caracteriza por la apropiación privada en manos de
grandes empresas mineras de territorios indígenas, campesinos o de Áreas Naturales Protegidas bajo la
lógica del mercado, el lucro y la mayor ganancia a toda costa.

El Modelo Extractivo Minero afecta a todo el conjunto de los derechos humanos. Además de minar la
soberanía alimentaria de los pueblos y la biodiversidad, muchos otros efectos son irreversibles. La
contaminación de las cuencas, las presas de jales y la utilización de miles y miles de toneladas de
cianuro, con el uso intensivo desde uno a tres millones de litros de agua por hora para lixiviar el oro,
marcan la pauta del impacto social y ambiental en todo nuestro continente. 

Los Ríos contaminados y disputando las empresas el agua a los pueblos y las comunidades vecinas
provocan saldos de grandes conflictos sociales con consecuencias irreparables como el asesinato de
lideres y lideresas por la defensa del territorio y del medio ambiente, o comunidades desplazadas y
empobrecidas. El uso de energía, agua y devastación de territorios es intensa. Y por si fuera poco, son
raquíticos los empleos que genera. 

Considerada un actividad esencial durante el confinamiento decretado por los gobiernos a causa del
COVID-19,  las  mineras  no  sólo  continuaron  su  actividad  extractiva  sino  que  obligaron  a  los
trabajadores  a  asistir  a  las  instalaciones  provocando  pérdidas  humanas  por  los  contagios  de  la
pandemia. Aprovechando el confinamiento y la imposibilidad de defender las tierras y territorios, las
mineras continuaron su expansión.
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El  aporte  del  Modelo  Extractivo  Minero al  Cambio  Climático es  enorme.  La  deforestación,  la
pérdida de sumideros de carbono y el alto grado de emisiones de Gases Efecto Invernadero, hacen del
sector  minero uno de las principales actividades del calentamiento global.  Y pese a ello,  el  sector
minero pretende fortalecer  un discurso en el  sentido de que su actividad extractiva es sustentable,
verde, limpia, amable con el medio ambiente y que sus empresas son un derroche de responsabilidad
social.

Las  empresas  mineras  no asumen los  costos  sociales  y  ambientales  de su actividad extractiva tan
destructiva. Intentan justificar que la necesidad de la Transición Energética de fuentes no renovables e
hidrocarburos a fuentes renovables, la minería es esencial para dotarle de insumos a la tecnología de
que demanda las energías renovables y así modificar la Matriz Energética, y bajo el mismo esquema
del  Modelo Extractivista. Ahora, el  litio se ha convertido en un mineral estratégico para la nueva
tecnología de las  fuentes  renovables colocando a otros países  en el  escenario de la  nueva disputa
geopolítica de los territorios.

Es aquí donde estriba uno de los hilos conductores de la enorme deuda pública que genera este sector
minero. Por un lado, los Tratados de Libre Comercio firmados por prácticamente todos los países del
Caribe y de América Latina con Estados Unidos Canadá, la Unión Europea, entre otros, condiciona la
eliminación de  aranceles  a la importación y exportación de minerales extraídos en la región. De la
misma forma la condonación de impuestos y otras facilidades administrativas y hacendarias para
favorecer sus inversiones en el territorio nacional, repercute en menores ingresos al estado que podría
usar en el gasto social, por lo que recurre al endeudamiento con la supuesta  Banca Multilateral de
Desarrollo (BMD).

Para facilitar la labor a este sector, los gobiernos han tenido que modificar su Constitución y leyes
secundarias que de igual manera sus estudios son financiados por la BMD o el  Fondo Monetario
Internacional lo que provoca un aumento de la deuda externa del estado. A tal efecto, los gobiernos
se  han  visto  obligados  a  modificar  leyes  en  materia  ambiental  para  flexibilizarlas  a  favor  de  las
inversiones mineras, pero también en materia de agua, minería, hacienda, inversión extranjera directa,
seguridad, tierras y energía, entre otras. 

Todo ello para cumplir  con  tres condiciones básicas que la inversión extranjera exige:  seguridad
jurídica,  seguridad  en  la  tenencia  de  la  tierra y  seguridad  social.  Esto  último  implica  la
modificación de los códigos penales con el fin de criminalizar la protesta social que se ejerce contra
las  empresas  mineras  por  sus  afectaciones  socioambientales.  Además,  muchos  países  han  firmado
Tratados Bilaterales  de  Inversión con el  fin  de  garantizar  el  poder  demandar  a  los  gobiernos  que
impidan o bloqueen por alguna razón las inversiones extranjeras.

En este marco, según ISDSImpactos el Banco Mundial, vía el CIADI, recibe el 78% del total de las
demandas de las empresas contra los gobiernos de América Latina y el Caribe. De los 42 países de la
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región, 22 de ellos han sido demandados por las empresas extranjeras, y suman 282 demandas contra
los  gobiernos  que  representan  el  29%  del  total  mundial,  donde  Argentina,  Venezuela,  México,
Ecuador, Bolivia y Perú cuentan con 206 de esas demandas que equivalen al 73% del total.

Por su lado, República Dominicana cuenta con 6 demandas; Barbados, Grenada y Trinidad y Tobago
con una cada país caribeño. Hasta el momento, los países de América Latina y El Caribe han tenido que
pagar más de 31 mil millones de dólares a las empresas extranjeras que los han demandado cuyo monto
podrían solucionar la pobreza en 16 países de la región. De todas las demandas el 23% se refieren al
sector de minería,  gas  y petróleo.  El  36% de las  demandas provienen de empresas  de Estados
Unidos, Canadá y Europa. Así, pueblos y gobiernos terminan más endeudados.

Por tanto, si las empresas mineras no pagan o evaden impuestos, exigen devolución de millones de
dólares de impuestos, no pagan aranceles, no pagan la reparación de los daños sociales y ambientales,
¿quién asume este costo? Si es necesario modificar las leyes para facilitar sus inversiones, ¿quién
asume este costo? Si hay desplazados, enfermos de cáncer, demandas de los pueblos, necesidad de
hospitales, reubicación de poblaciones, proyectos productivos o algún miserable subsidio o reparación
económica a los afectados por la empresa minera, ¿quién paga esto? Si es necesario limpiar las aguas,
compensar la deforestación, la pérdida de suelos, la contaminación del aire, cumplir con los Objetivos
de Desarrollo Sustentable de Naciones Unidas o los compromisos de bajar las emisiones de Gases
Efecto Invernadero,  ¿quién paga los  costos? Así,  gobiernos  y pueblos  terminan asumiendo en sus
espaldas los costos de la ambición y riqueza de las empresas mineras.

Si no hay recursos del estado por la falta de captación de ingresos como sucede con el el sector minero,
¿de dónde salen los recursos para facilitarle los caminos, los puertos, los aeropuertos, las represas para
que tengan energía, el tendido eléctrico, entre otras infraestructuras que requiere la extracción de los
minerales? ¿De dónde salen los recursos del estado para el gasto social como escuelas, clínicas rurales,
medicamentos,  apoyo  a  la  educación  superior,  entre  otros  derechos  humanos  que  el  estado  debe
garantizar,  proteger,  velar y procurar,  se ejerzan? Todavía más, el  sector minero busca los créditos
blandos de los fondos públicos de la BMD o los créditos de carbono.

Si las empresas mineras demandan a los gobiernos vía los Tratados Bilaterales de Inversión o los
Tratados de Libre Comercio, ¿de dónde salen los recursos para pagar tales demandas? Si sucede una
crisis financiera y económica del capitalismo, ¿es el sector minero uno de los que hay que recuperar y
salvar con fondos públicos?

En este marco, la deuda que provoca el sector minero en los países del Caribe y América Latina es
enorme. Una deuda en materia social y ambiental del cual los países de la región son los verdaderos
acreedores.  Sin  embargo,  los  gobiernos  acuden  al  Banco  Mundial,  al  Banco  Interamericano  de
Desarrollo (BID), al Banco Caribeño de Desarrollo (BCD), al Banco Centroamericano de Integración
Económica (BCIE), o al Banco de Desarrollo de América Latina con el fin de solventar los estragos del
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sector  minero,  para  crear  la  infraestructura  que  demanda  su  actividad  extractiva  o  para  paliar  las
consecuencias que dejan a su paso, ya que no será Vancouver a donde se lleven los millones de litros de
agua con metales pesados, sino qué éstos se abandonan en los territorios indígenas y campesinos, ni los
millones de toneladas desperdicios tóxicos. 

A Canadá se llevan sólo su lingote de oro que hoy alcanza los dos mil dolares la onza en el mercado
internacional. Por cierto, cabe señalar que la empresa canadiense GoldCorp ha llegado a donar millones
de dólares a los sistemas de salud de ciudades en Canadá, mientras deja a comunidades y pueblos
empobrecidos con enfermedades como el cáncer en México, Honduras y Guatemala.

Es esta misma minera canadiense que en la comunidad de Carrizalillo ha provocado desplazados,
muertos, enfermos, y un territorio devastado por una mina de dimensiones descomunales. La mina de
Gold  Corp que  luego  fue  comprada  por  Leagold  Mining y  ahora  Equinox  Gold,  todas  han
incumplido los contratos con los Ejidatarios. Siguen provocando destrozos y muerte.

Ahora, nuevamente las familias ejidatarias han decidido cerrar la mina Los Filos el 3 de Septiembre
de 2020 por el incumplimiento del contrato. Enfermedades, destrucción de las fuentes de agua, entre
otros incumplimientos al contrato que siguen violando los derechos humanos. Y no es el único caso de
incumplimiento de contrato con los ejidatarios en el país. 

Si el gobierno incumple los Tratados de Libre Comercio las mineras están blindadas con mecanismos
para demandar por millones de dólares que los pueblos pagan de sus fondos públicos. Los gobiernos
tienen  que  pagar  hasta  los  gastos  legales  en  que  incurrieron  las  empresas  durante  el  proceso  de
demandar a un gobierno.

Pero si son las empresas las que incumplen los contratos simplemente criminalizan la lucha legítima y
legal de los pueblos que son afectados directamente en sus territorios, y son ellos, no la empresa ni el
gobierno, quienes tienen que asumir los costos de su defensa, el desgaste económico y social que les
genera la resistencia contra las violaciones a los derechos humanos. Esto implica más deuda que los
pueblos se ven obligados asumir y que no les son resarcidos los costos de su lucha legal y justa.

Si hay una  vacuna para combatir el Modelo Extractivo Minero es la  Agroecología. Las alternativas
agroecológicas protegen los bosques, enriquecen los suelos, potencializan la biodiversidad, enraizan a
los pueblos en sus territorios y fortalecen su pertenencia legal y cultural. La Agroecología protege los
ríos  y  las  fuentes  de  agua,  asegura  la  soberanía  alimentaria  de  los  pueblos  y combate  el  Cambio
Climático. La Agroecología es una práctica anti sistémica frente a este capitalismo depredador.
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